
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA 

DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA DEL 

PILAR ORTEGA MARTÍNEZ E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La suscrita, diputada María del Pilar Ortega Martínez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72, inciso H, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, y 77, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por la que se 

reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, al tenor de la 

siguiente: 

Exposición de Motivos 

La presente iniciativa tiene por objeto suprimir la referencia a la figura del “Jurado Federal de Ciudadanos” 

como institución del Poder Judicial de la Federación, y corregir diversas disposiciones de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación para eliminar la duplicidad de las disposiciones que regulan los Centros de 

Justicia Federal que, con motivo de la Reforma publicada el 17 de junio de 2016, se ubicaron en el Capítulo 

correspondiente al Jurado Federal de Ciudadanos y además en un Capítulo de nueva creación correspondiente a 

los Centros de Justicia. 

El texto original de la fracción VI del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

establecía que: 

“Será juzgado en audiencia pública por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos 

del lugar y partido en que se cometiere el delito, siempre que éste pueda ser castigado con una pena mayor de 

un año de prisión. En todo caso serán juzgados por un jurado los delitos cometidos por medio de la prensa 

contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la nación”. 

Como podemos apreciar, desde que el Constituyente originario previó la figura del “jurado de ciudadanos” en la 

Constitución, ésta se implementó con el objeto de que dicho jurado tuviera, eventualmente, la potestad de 

intervenir en los asuntos de carácter criminal más sencillos. Además, en las leyes que han fijado las bases de 

organización del Poder Judicial de la Federación, el Jurado Federal de Ciudadanos se contempló en su 

estructura. 

Sin embargo, con el paso del tiempo y dado que nunca se implementó, ha pasado a ser una figura de carácter 

ornamental dentro del Poder Judicial. Dicho lo anterior, no fue sino hasta la reforma en materia de justicia penal 

de 18 de junio de 2008, en la que se determinó que tal jurado de ciudadanos no era indispensable para el nuevo 

sistema penal, por lo cual se incluyó en la modificación realizada a la fracción VI, del artículo 20 constitucional, 

en el marco de la construcción del Nuevo Sistema de Justicia Penal. 

El artículo 20 constitucional representa un pilar para la implementación del Sistema Acusatorio y la oralidad en 

el ámbito penal. En el texto final de la reforma en cuestión, se suprimió la posibilidad de que el acusado sea 

juzgado por un jurado de ciudadanos, cabe señalar en este aspecto, que ya era considerada letra muerta en 

nuestra Constitución, además que con la eliminación de esta figura se buscaba otorgar mayor certeza jurídica a 

las partes en el proceso penal, así como salvaguardar el debido proceso. 

Por otra parte, derivado de la reforma a las legislaciones secundarias conocida comúnmente como “miscelánea 

penal”, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17 de junio de 2016, y que estaba encaminada a la 

armonización de las leyes que guardan relación con el Sistema de Justicia Penal Acusatorio, se modificó la Ley 



 
  

Orgánica del Poder Judicial de la Federación que, entre otras cosas, planteó establecer la figura de los Centros 

de Justicia Penal como los encargados de conocer del nuevo sistema de justicia penal. 

No obstante, durante el proceso legislativo relativo a la armonización de la legislación secundaria de la reforma 

en materia de justicia penal, en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación se reprodujo el mismo texto 

normativo, tanto en los artículos 56 a 67 correspondientes al Capítulo Primero -denominado “Jurado Federal de 

Ciudadanos”-, así como en los artículos 67 Bis a 67 Bis 11 propios de un Capítulo Segundo, todos ellos dentro 

del Título Quinto de la Ley. Lo anterior, derivó en una duplicidad de normas no prevista por el legislador, ya 

que la intención era prescindir de la figura del Jurado Federal de Ciudadanos, eliminada por la reforma 

constitucional en materia de justicia penal de 2008 e implementar en la legislación lo relativo a los Centros de 

Justicia Penal. 

En resumen, la presente iniciativa busca armonizar el contenido del Título Quinto de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial de la Federación para evitar la redundancia de la norma y, con ello, brindar mayor certeza jurídica a las 

y los gobernados. Es importante señalar que en el caso particular que nos ocupa, la técnica legislativa tiene por 

objeto que la norma pueda ser entendida del mejor modo posible por parte de los destinatarios, y que tenga éxito 

como forma de comunicación de un mensaje prescriptivo, cumpliendo con los principios de claridad, sencillez, 

no contradicción, etcétera,
1
 para dotar de congruencia su contenido y así, lograr una aplicación exacta de la 

misma. 

Es importante considerar que las normas jurídicas se expresan a través del lenguaje y, como todo lenguaje, 

también este ha de ser interpretado. Pero las normas no solo son objeto de interpretación, sino también de 

aplicación. Debido a que la dinámica y experiencia social es muy superior a la imaginación del legislador, no es 

raro que se planteen conflictos no previstos en las normas, de difícil interpretación por el juzgador, porque el 

propio lenguaje adolece de imprecisión y vaguedad en su significado.
2
 

En ese sentido, el legislador debe atender a la eficacia de las normas, es decir, que las normas son eficaces y 

aplicables si son observadas y cumplidas. Sin embargo, la aplicabilidad jurídica de las normas depende de saber 

si están vigentes, si son legítimas y si tienen eficacia. Una norma no solo es aplicable en la medida en que es 

eficaz. Si la norma no dispone de todos los requisitos para su aplicación a los casos concretos, le falta eficacia, 

no dispone de aplicabilidad.
3
 

Aunado a lo anterior, la redacción de una ley debe ser, sobre todo, una obra de estilo sobrio, a fin de expresar el 

contenido de las disposiciones con toda sencillez, claridad, concisión y exactitud. Esto es, que la claridad, la 

unidad y la precisión son necesarias para que se comprenda o se entienda lo que se dice, ya que éstas importan 

mucho, sobre todo en los textos de carácter legislativo, ya que se trata de disposiciones imperativas, en las que, 

por su misma índole, el valor y el sentido de la norma no se explican ni se ilustran con aclaraciones.
4
 Tampoco 

cuentan los factores de expresividad personal, como en la literatura. Las leyes, en sentido lato, ordenan y 

disponen.
5
 

Para una mejor clarificación de las propuestas de modificación, se presenta el siguiente cuadro comparativo 

entre el texto vigente de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y el contenido de la iniciativa. 



 
  



 
  



 
  



 
  

 

Por lo anteriormente expuesto, presento a esta soberanía la iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación 

Artículo Único. Se reforman las denominaciones del Título Quinto y del Capítulo Primero, así como la fracción 

XVI del artículo 146, y se derogan: la fracción VII del artículo 1o., el Capítulo Segundo del Título Quinto, los 

artículos 67 Bis 1, 67 Bis 2, 67 Bis 3, 67 Bis 4, 67 Bis 5, 67 Bis 6, 67 Bis 7, 67 Bis 8, 67 Bis 9, 67 Bis 10 y 67 

Bis 11, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 1o. ... 

I. a VI. ... 

VII. Se deroga 

VIII. ... 

Título Quinto 

De los Centros de Justicia Penal 



 
  

Capítulo Único 

De los Centros de Justicia Penal 

Capítulo Segundo. Se deroga 

Artículo 67 Bis. Se deroga 

Artículo 67 Bis 1. Se deroga 

Artículo 67 Bis 2. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 3. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 4. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 5. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 6. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 7. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 8. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 9. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 10. Se deroga. 

Artículo 67 Bis 11. Se deroga. 

Artículo 146. ... 

I. a XVI. ... 

XVII. Haber sido agente del Ministerio Público, perito, testigo, apoderado, patrono o defensor en el 

asunto de que se trata, o haber gestionado o recomendado anteriormente el asunto en favor o en contra 

de alguno de los interesados. Tratándose de juicios de amparo, se observará lo dispuesto en la Ley de 

Amparo; y 

XVIII. ... 

Transitorio 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 
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Diputada María del Pilar Ortega Martínez (rúbrica) 

 


